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Derecho internacional de la educación financiera: importación e implementación en Colombia 
Resumen 
Esta contribución tuvo como propósito establecer las características del trasplante jurídico de la educación financiera a Co-
lombia. Para cumplir con este objetivo determinó la naturaleza de la educación financiera como conjunto de lineamientos 
adoptados en la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (ocde), precisó los textos normativos y de 
política en los que se materializa en el ámbito nacional, exploró el papel de actores no estatales en su importación y des-
cribió la forma en que ha empezado a implementarse en colegios y escuelas de Colombia. Se concluyó que el trasplante no 
consiste únicamente en la importación de estándares normativos, sino en la circulación de argumentos que les garantizan 
una plataforma intelectual y política. Más importante que las justificaciones explícitas, es el interés por obtener prestigio 
en la economía internacional e imitar modelos que se consideran ejemplares. 

Palabras clave: derecho internacional, educación, mercado financiero, globalización, ocde.

International law of financial education: import and implementation in Colombia
Abstract
This contribution aims to describe the main features of the legal transplant of financial education to Colombia. To meet 
this goal, it explores the nature of financial education as a set of guidelines issued by the Organization for Economic Co-
operation and Development (oecd); highlights the legal norms and policy documents in which it has been translate at the 
national level; ponders the role of non-state actors in this process; and depicts the way this form of education is currently 
being implemented in Colombian schools. This article concludes that this legal transplant not only consists in the import of 
juridical standards, but in the circulation of arguments and reasons, which create the intellectual and political platform to 
national strategies of financial education. More important than the explicit justifications given in official documents, is the 
quest for prestige in the international economic arena and the need to mimic models regarded as exemplary. 

Keywords: International law, education, financial market, globalization, oecd.

Direito internacional da educação financeira: importação e implementação na Colômbia
Resumo
Esta contribuição foi destinada a estabelecer as características do transplante legal da educação financeira para a Co-
lômbia. Para cumprir esse objetivo ele determinou a natureza da educação financeira como um conjunto de diretrizes 
adotadas na Organização para a Cooperação e Desenvolvimento Económico (OCDE), ele identificou os textos normativos 
e políticos que as materializam a nível nacional, ele explorou a papel dos agentes não estatais na importação e descreveu 
como ele começou a ser implementado em colégios e escolas na Colômbia. Concluiu-se que o transplante não é apenas a 
importação de normas jurídicas, mas a circulação dos argumentos que lhes assegurem uma plataforma intelectual e po-
lítica. Mais importante que as justificativas explícitas, é o interesse em obter prestígio na economia internacional e imitar 
modelos considerados exemplares.

Palavras-chave: direito internacional, educação, mercado financeiro, globalização, ocde.
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Establecer la ruta que ha seguido la educa-
ción financiera como institución en su impor-
tación a Colombia exige rastrear un conjunto 
de ideas y argumentos. Estos han viajado y se 
han transmitido desde organizaciones interna-
cionales, hacia espacios nacionales de deci-
sión y escenarios locales de implementación, 
como colegios y escuelas. En este trasegar, la 
institución ha crecido. Nuevos argumentos se 
suman en el “debate” nacional y local para jus-
tificar la necesidad, urgencia y sentido estra-
tégico de este tipo de educación. Importantes 
actores nacionales, en contacto con lenguajes 
y organismos internacionales, lideran la cruza-
da por la alfabetización financiera en el ámbito 
interno. 

En esa ruta de la educación financiera, el de-
recho cumple un papel muy importante. Inclu-
so, para decirlo en una palabra, los estánda-
res que gobiernan la educación financiera son 
derecho y en particular derecho internacional. 
Este derecho asume apariencias muy diferen-
tes en cada punto de esa trayectoria de impor-
tación de la educación financiera a Colombia. 
En el plano internacional adopta la forma de 
recomendaciones y lineamientos sobre buenas 
prácticas, que los Estados siguen por razones 
reputacionales. Esto último ocurre a menudo 
con el derecho internacional, sin que esto le 
reste relevancia jurídica a sus contenidos o 
al proceso mismo de su difusión. En el orden 
nacional esas recomendaciones adquieren la 
forma de decisiones de política pública y nor-
mas de leyes o decretos. Así, transmutadas en 

el lenguaje de los hacedores de política o de 
los legisladores colombianos, las recomenda-
ciones internacionales se convierten en reglas 
jurídicas de alcance nacional. Estas reglas se 
traducen luego en lineamientos de implemen-
tación de estrategias de educación. Por último, 
todo lo anterior se transforma en justificación 
de los proyectos de educación financiera adop-
tados en colegios y escuelas, en contenidos 
curriculares y prácticas pedagógicas en la vida 
cotidiana de comunidades académicas. 

Este artículo aborda la educación financiera 
como un conjunto de lineamientos y guías de 
acción que son promovidos por organizaciones 
internacionales y acogidos por muchos Esta-
dos. A partir de esta comprensión, se interesa 
por el proceso de importación, transmutación 
e implementación jurídica de este tipo de edu-
cación en Colombia. Como exploración se mue-
ve en dos niveles: texto y subtexto (Perry-Kes-
saris, 2013). Describe como texto las normas 
que han jugado un papel decisivo en ese pro-
ceso de importación. Como subtexto, explica 
las razones que hacen circular a la educación 
financiera en toda su trayectoria hasta colegios 
y escuelas. 

Para cumplir tal objetivo, este artículo (i) carac-
teriza la educación financiera como derecho in-
ternacional y describe la naturaleza jurídica de 
los estándares internacionales que regulan la 
materia; (ii) presenta la ruta de la importación 
a Colombia de la educación financiera como 
institución jurídica; y (iii) reconstruye las princi-
pales líneas discursivas que llevan a justificar 
la implementación de este tipo de estrategias. 
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aComo marco conceptual, este trabajo explica 
las particularidades del proceso de implemen-
tación de la educación financiera en Colom-
bia, con el apoyo de nociones como derecho 
blando, trasplante jurídico, transmutación de 
objetos jurídicos y funciones sociales del de-
recho internacional. Estos conceptos son uti-
lizados como medios para organizar hipótesis 
y relacionarlas con hallazgos que de otra ma-
nera podrían parecer aislados (Perry-Kessaris, 
2013). 
 
En general esta contribución tiene un propósito 
descriptivo de los detalles de la puesta en fun-
cionamiento de la educación financiera en Co-
lombia. Por razones de espacio no se expone 
una valoración de la legitimidad o convenien-
cia de este tipo de estrategias nacionales de 
alfabetización financiera, ni de la veracidad de 
las razones que se presentan para justificarlas. 
Eso excede el objetivo de este texto y se requie-
re otro artículo para cumplir ese propósito. 

De otro lado, dado que estas estrategias de 
educación financiera han tenido hasta ahora 
poca atención en el debate público a nivel na-
cional e internacional, esta contribución pre-
tende animar su conocimiento y discusión. Se 
trata de un asunto sensible, que se enmarca 
en un proceso más amplio de economización 
de todas las esferas de la vida, y que hasta 
ahora ha pasado desapercibido para la ciuda-
danía (Nussbaum, 2014).

Por último, esta contribución pretende mostrar 
la forma en que el derecho internacional se 
materializa en la vida diaria (Eslava & Pahuja, 

2012). Contrario a afirmaciones que aún hoy 
persisten acerca de la irrelevancia del derecho 
internacional, ilustra la forma en que una serie 
de recomendaciones sobre buenas prácticas, 
emitidas por una organización internacional, 
definen políticas de alcance nacional y prác-
ticas en la cotidianidad. Sirve entonces como 
ejemplo de las formas tan diversas en que el 
derecho internacional cumple una función más 
allá de la regulación del comportamiento de los 
Estados, cuando constituye justificación y legi-
timación de políticas públicas de impacto para 
el ciudadano común (Onuma, 2010, p. 162). 

I. LA EDUCACIÓN FINANCIERA 
COMO PRODUCTO DEL DERECHO 

INTERNACIONAL 

A. La educación financiera 
como derecho internacional

Incluso las caracterizaciones más tradiciona-
les del derecho internacional reconocen, des-
de hace décadas, que el proceso de formación 
de reglas no corresponde exclusivamente a la 
celebración de tratados ni a la formación de 
normas de derecho internacional consuetudi-
nario (fuentes por excelencia del derecho inter-
nacional bajo lo dispuesto en el artículo 38 del 
Estatuto de la Corte Internacional de Justicia). 
Sin desconocer la importancia de estos dos ti-
pos de fuentes del derecho internacional, se 
admite de manera cada vez más frecuente la 
formación de estándares en el seno de organi-
zaciones internacionales, con diversos niveles 
de influencia y vinculatoriedad. 
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por ejemplo, cómo las organizaciones interna-
cionales han abierto la posibilidad a “nuevas 
formas de creación del derecho, que incluyen 
formas administrativas de producción de re-
glas por parte de cuerpos ejecutivos en los que 
solo unos miembros de la organización tienen 
asiento” (p. 27). Comúnmente agrupadas bajo 
la noción de derecho blando (soft law) estas 
formas de producción del derecho operan en 
casos en los que los Estados se muestran re-
nuentes a aprobar tratados, en materias como 
telecomunicaciones, inversión extranjera y de-
rechos humanos. 

En estos asuntos, los Estados consideran que 
la forma regulatoria que ofrecen los tratados o 
las reglas de derecho internacional consuetu-
dinario, probablemente por ser fuentes vincu-
lantes, pueden ser muy rígidas o muy lentas en 
su formación. Los Estados también muestran 
reticencia frente a aceptar reglas obligatorias 
en ciertas materias. Estas razones los lleva 
a recurrir a fórmulas que sin ser vinculantes 
jurídicamente, les permiten precisar líneas de 
conducta deseables de manera técnica, flexi-
ble y rápida (Chinkin, 1989). 

Dunoff, Ratner y Wippman (2010) observan 
que esta actividad de producción del derecho 
ha resultado en una gran variedad de “instru-
mentos cuasi-legales, que van desde pronun-
ciamientos de organizaciones internacionales 
a estándares y códigos de conducta promul-
gados por grupos industriales; estos diversos 
instrumentos son clasificados frecuentemente 
como derecho blando” (p. 93). Estos estánda-

res de derecho blando, anotan, “no son formal 
y jurídicamente vinculantes, pero la línea entre 
lo vinculante y lo no vinculante puede ser difícil 
de trazar y menos significativa de lo que uno 
podría esperar” (p. 93).

Estos estándares rompen entonces la clasifica-
ción binaria de los materiales que conforman 
el derecho internacional entre “vinculantes” 
y no “vinculantes”, para admitir una amplia 
gama de posibilidades de incidencia sobre el 
comportamiento de los Estados. Es decir, la 
vinculatoriedad es un asunto de grado y no 
un atributo que siempre se identifica de forma 
concluyente. Incluso lo contenido en muchos 
tratados puede llegar a calificarse de dere-
cho blando, dado que sus normas establecen 
obligaciones blandas, como metas generales 
(Chinkin, 1989).

Igualmente, el derecho blando no consiste en 
normas de conducta que en caso de ser incum-
plidas acarrearán una sanción para el Estado 
concernido. Sobra decir que esto en el caso 
del derecho internacional tiene una significa-
ción y eficacia diferentes frente a lo que ocu-
rre en los ordenamientos internos (Akehurst, 
1979). Como sugiere Merry (2006), al resca-
tar la analogía sugerida por Hans Kelsen en-
tre el derecho internacional y el orden jurídico 
de comunidades primitivas (dado que ambos 
carecerían de órganos centralizados de crea-
ción y aplicación del derecho), el cumplimiento 
de las reglas en esos dos escenarios depen-
de de “la costumbre, la presión social, la cola-
boración y las negociaciones entre las partes 
para desarrollar reglas y resolver conflictos” (p. 
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a101). En particular, una razón decisiva para el 
seguimiento de las reglas del derecho interna-
cional ha sido siempre la presión social por pa-
recer una nación civilizada ante sus pares en 
la escena internacional (Koskenniemi, 2004; 
Anghie, 2004; Merry, 2006; Golove y Hulse-
bosch, 2010; Eslava, Obregón y Urueña, 2016).

Esta característica se hace aún más notoria en 
el caso de estándares de derecho blando. La 
desviación del comportamiento de un Estado 
frente a estándares de este tipo no supone 
una sanción ejercida por órgano centralizado 
alguno (algo que raramente ocurre en el de-
recho internacional) ni represalias directas, 
determinadas y ejecutadas motu proprio por 
otros Estados (de uso más frecuente en ma-
teria internacional). El incumplimiento de este 
tipo de directrices de derecho blando conlleva 
algo que escapa al análisis estrictamente jurí-
dico y se explica en razón de la interdependen-
cia en las relaciones internacionales. En tales 
casos, la desviación del comportamiento de un 
miembro de la comunidad internacional frente 
a estos parámetros trae como consecuencia 
descrédito y un costo significativo en térmi-
nos reputacionales. Como lo señala Celine Tan 
(2013) “los Estados aceptan cambios regulato-
rios no solo porque el derecho internacional los 
obligue, sino porque su adopción resulta nece-
saria para demostrar la elegibilidad del Estado 
en la membresía de la integrada, globalizada 
economía” (p. 34). 

Todo lo anterior permite dar un lugar en la teo-
ría de fuentes del derecho internacional a los 
estándares de la educación financiera, princi-

palmente contenidos en las recomendaciones 
del Consejo de la ocde. Esto debe prevenir la 
inclinación a desconocer, bajo una compren-
sión muy rígida del derecho, la influencia de las 
recomendaciones y códigos de buenas prácti-
cas de la ocde, como marcos que orientan el 
comportamiento de los Estados y los llevan a 
reformas legales e institucionales en el plano 
interno. De acuerdo con los anteriores supues-
tos, es posible caracterizar, como punto de 
partida, los estándares internacionales sobre 
educación financiera como derecho interna-
cional. 

B. Derecho y descrédito internacional 

Con esa connotación de derecho internacio-
nal, y un nivel de vinculatoriedad blando, los 
estándares de educación financiera marcan 
un curso de acción que se espera de los Es-
tados, so pena de verse expuestos a un os-
tensible costo reputacional en un mundo in-
terdependiente. La sanción no corresponde a 
una decisión explícita de censurar la conducta 
del Estado, sino a la desvaloración de este, de 
sus instituciones educativas y de su “capital 
humano” (Brown, 2015) en los índices inter-
nacionales sobre educación financiera y so-
bre prácticas de gobierno. En el marco de las 
pruebas sobre educación pisa (administradas 
por la ocde) se evalúan las competencias fi-
nancieras de niñas, niños y adolescentes. Este 
indicador se une a otras valoraciones realiza-
das por la misma organización para evaluar 
las instituciones nacionales y clasificarlas en 
un rating global. 
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compromete al Estado sino que se extiende 
a sus ciudadanos. Como lo ha notado Brown 
(2015), lo que está en juego en este tipo de va-
loraciones es la suerte del Estado y de su capi-
tal humano. Los dos son objeto de las reformas 
institucionales que se promueven en la actua-
lidad desde espacios como el que representa 
la ocde. La analogía platónica entre la ciudad y 
el alma está en el trasfondo de esta lógica. Los 
dos, Estado y ciudadano, deben comportarse 
como corporaciones (firms) en el marco de la 
competencia económica global: 

De los dos, personas y Estados, se espera que 
se comporten de manera que maximicen su 
valor capital en el presente y aumenten su va-
lor futuro, y los dos, personas y Estados, ha-
cen esto a través de prácticas de emprendi-
miento, inversión en sí mismos y/o atracción 
de inversionistas. Cualquier régimen que per-
siga otro curso de acción enfrenta crisis fis-
cales, desvalorización crediticia, monetaria o 
de sus títulos en los ratings, así como pérdida 
de legitimidad en el mejor de los casos; ban-
carrota y disolución en situaciones extremas. 
Asimismo, un individuo que gire hacia otras 
búsquedas se arriesga al empobrecimiento y 
a una pérdida de estima y solvencia en el me-
jor de los casos; arriesga su supervivencia en 
situaciones extremas. (Brown, 2015, p. 22).

Como se advierte en todos los documentos so-
bre educación económica y financiera (eef) pu-
blicados en Colombia, desde el Plan Nacional 
de Desarrollo hasta los proyectos educativos 
institucionales de los colegios, el beneficio de 

implementar este tipo de educación consistiría 
en mejorar la salud de la economía nacional y 
las condiciones de inserción de Colombia en 
los mercados internacionales (como lo dice el 
Decreto 457 de 2014). Esto se lograría median-
te la admisión de Colombia en la ocde, lo cual 
“permitirá al país beneficiarse de los trabajos 
y las experiencias en formulación de política 
pública de las economías líderes del mundo” 
(Departamento Nacional de Planeación [dnp], 
2010, p. 678). 

Un riesgo obvio, entonces, de no seguir las reco-
mendaciones es recibir una negativa frente a la 
solicitud de ingreso que realizó Colombia a ese 
grupo de “economías líderes”, con las mejoras 
prácticas de gobierno, que es la ocde. Una vez 
un Estado expresa su interés en hacer parte de 
esta organización, debe armonizar su legisla-
ción y sus instituciones a los códigos de buena 
conducta y a las recomendaciones sobre bue-
nas prácticas de este organismo internacional. 
No es un asunto optativo, si es que se desea 
entrar en la organización, con los beneficios re-
putacionales que esto conlleva, bajo la óptica y 
la valoración que ya ha efectuado el Estado, en 
términos de inserción en la economía global. 

Además, este tipo de educación pretende su-
perar los niveles de “analfabetismo financiero” 
que presentarían países como Colombia. Este 
argumento recuerda inevitablemente el tono 
“civilizador” de algunas instituciones interna-
cionales y el presunto interés de ciertos pue-
blos por parecer civilizados mediante el segui-
miento de las normas y marcos de conducta 
trazados a partir de esas organizaciones. 
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aEn síntesis, marginarse de las recomendacio-
nes sobre buenas prácticas en educación fi-
nanciera, abandonar este tipo de estrategias 
nacionales y seguir un curso de acción diferen-
te, supone exponer las instituciones, la econo-
mía nacional y al propio capital humano colom-
biano al descrédito internacional. 

C. Circulación internacional 
de la educación financiera

asobancaria, el gremio de los establecimientos 
bancarios en Colombia, fue el principal actor 
de mediación entre lo local y lo internacional 
en materia de educación financiera. Incidió de 
forma decisiva en la importación de los recur-
sos institucionales y discursivos que supone 
ese tipo de educación. asobancaria explica el 
desarrollo internacional de los mismos linea-
mientos en los siguientes términos: 

La educación financiera ha ganado reconoci-
miento a nivel internacional como elemento 
indispensable de la vida cotidiana de todos 
los ciudadanos. En 2005 ocurre el primer 
gran hito en esta materia, a raíz de la publi-
cación del documento de recomendaciones 
de política pública sobre principios y buenas 
prácticas en materia de educación financiera 
de la Organización para la Cooperación y el 
Desarrollo Económico [sic] (ocde). 

Este documento establece los parámetros 
para la consolidación, construcción y desa-
rrollo de programas de educación económica 
y financiera de nivel estatal. En la segunda 

de las seis recomendaciones que hace la 
ocde, menciona que es deseable iniciar la 
educación financiera desde el nivel escolar, 
buscando “impactar los comportamientos 
de los futuros adultos y aprovechar la poten-
cialidad que tienen los niños y jóvenes de ser 
divulgadores de nuevos hábitos en el resto 
de la población (familiares, amigos y comu-
nidad)”. (asobancaria, 2014, p. 2). [Cursivas 
en el original].

asobancaria reconoce que en diversos países 
existían programas de capacitación financiera 
desde hace varias décadas. Sin embargo, la 
educación financiera actual se origina en la es-
trategia global lanzada por la ocde en 2003 y 
en las recomendaciones que emitió el Consejo 
de esa misma organización en 2005. Este con-
junto de lineamientos sobre buenas prácticas 
cumple un papel decisivo en el diseño de nue-
vas estrategias y nuevos objetivos para iniciati-
vas de formación financiera. Ya no se trata de 
capacitación financiera.

En estas recomendaciones se advierte la ne-
cesidad de “individuos educados financiera-
mente para asegurar niveles suficientes de 
protección de los inversionistas y de consu-
midores así como un tranquilo funcionamien-
to, no solo de los mercados financieros, sino 
de la economía” (ocde, 2005). Igualmente, la 
ocde considera que la educación financiera 
constituye una herramienta útil para promover 
el desarrollo económico; la protección del con-
sumidor; la confianza, estabilidad y regulación 
de las instituciones financieras. Estos objetivos 
se alcanzarían si se promueve el desarrollo de 
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financieras responsables a nivel personal y fa-
miliar. 

La ocde observa que los contenidos de la edu-
cación financiera deben ser determinados de 
acuerdo a circunstancias nacionales y debe-
rían ocuparse de aspectos importantes de la 
“planeación financiera de la vida” como aho-
rro, administración de créditos personales, se-
guros, pensiones, así como nociones básicas 
de economía y matemáticas. 

El Consejo de la ocde recomienda entonces la 
adopción de estrategias nacionales de educa-
ción financiera. Los medios pueden ser diferen-
tes: clases formales, programas de consejería 
en finanzas o el uso de medios de comunica-
ción para divulgar información. En cualquier 
caso, para la ocde la educación financiera de-
bería empezar desde el colegio, y las personas 
deben ser educadas sobre asuntos financieros 
tan tempranamente como sea posible (ocde, 
2005).

En apoyo de las estrategias nacionales, las re-
comendaciones de la ocde de 2005 plantean 
la necesidad de promover la cooperación in-
ternacional. Esto incluye el uso de esa organi-
zación como foro de intercambio de informa-
ción sobre experiencias nacionales y buenas 
prácticas en la materia. La ocde articula los 
esfuerzos nacionales, comparte y divulga in-
formación mediante la Red Internacional de 
Educación Financiera (International Network 
on Financial Education, infe). Esta convoca a 
representantes de más de cien economías, in-

cluidos los miembros del G20, para discutir los 
medios y estrategias para promover la educa-
ción financiera. 

En 2006, la reunión de ministros de Finanzas 
del Grupo de las Ocho Economías más impor-
tantes del planeta (G8) hizo un llamado para 
que la ocde continuara con los esfuerzos dirigi-
dos a fijar lineamientos sobre buenas prácticas 
en materia de educación financiera. En 2008, 
el Consejo de la ocde aprobó dos resoluciones 
con recomendaciones relativas a buenas prác-
ticas sobre educación financiera en pensiones 
y seguros, mientras que en 2009 emitió una 
referida a educación crediticia y en 2012 se 
ocupó de la educación financiera específica-
mente en el ámbito escolar. 

En junio de ese mismo año, los jefes de Estado 
del Grupo de los 20 (G20) aprobaron los Prin-
cipios de Alto Nivel de la ocde/infe sobre Es-
trategias Nacionales de Educación Financiera. 
La naturaleza de esos principios y el alcance 
frente a lo formulado en recomendaciones del 
Consejo de la ocde se precisan así en ese do-
cumento: 

Los principios de alto nivel tratan de abordar 
estos problemas y ofrecer a las partes intere-
sadas, y en particular a los gobiernos y a las 
autoridades públicas, orientaciones interna-
cionales y opciones de política de carácter no 
vinculante con el fin de que desarrollen es-
trategias nacionales de educación financiera 
eficaces. Así pues, estos principios constitu-
yen un importante instrumento orientativo de 
carácter global para la educación y concien-
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aciación financieras, y deberían considerarse 
conjuntamente con la serie de recomenda-
ciones ya formuladas y aprobadas por la infe 
y el Consejo de la ocde. (G20, 2012, p. 3).

Los principios señalan una serie de buenas 
prácticas sobre la preparación, planificación, 
evaluación y consulta de la puesta en funcio-
namiento de estrategias nacionales de edu-
cación financiera. Igualmente convienen en la 
necesidad de una estructura de gobierno que 
coordine la implementación de ese tipo de es-
trategias, con el concurso de diferentes “par-
tes interesadas” (G20, 2012).

Todo lo anterior se refleja en una alianza de Es-
tados, organizaciones y líderes alrededor de la 
educación financiera, que promueven la imple-
mentación de estrategias nacionales de edu-
cación financiera conforme a los lineamientos 
de la ocde de 2005. A partir de la estrategia 
lanzada por la ocde en 2003, sus recomen-
daciones de 2005, el apoyo del G8 y luego el 
G20, la convergencia internacional por la edu-
cación financiera ha contado con los esfuerzos 
del Departamento del Tesoro de los Estados 
Unidos, el Ministerio de Finanzas de Rusia, el 
Banco Mundial, el Banco Interamericano de 
Desarrollo, la Corporación Andina de Fomento, 
la Unión Europea, entre otros. Desde entonces 
se han organizado múltiples conferencias, fo-
ros y publicaciones con recomendaciones so-
bre buenas prácticas. 

El carácter blando de los lineamientos de la 
ocde desde el punto de vista jurídico, no debe 
hacer perder de vista el efecto que tiene en el 

plano político y diplomático la cruzada interna-
cional por la educación financiera. Una discu-
sión sobre la obligatoriedad jurídica de ese tipo 
de lineamientos resulta en la práctica irrele-
vante y dice muy poco sobre su efectivo segui-
miento por parte de los Estados, cuando en es-
pacios como el G8 y el G20 se hacen llamados 
a adoptar estrategias de educación financiera 
a nivel global, con el apoyo de organizaciones 
internacionales. 

II. LA EDUCACIÓN FINANCIERA COMO 
TRASPLANTE JURÍDICO

A. De la perspectiva internacional 
a la transnacional

La caracterización de la educación financiera 
y de las recomendaciones de la ocde como 
derecho internacional, con un nivel blando de 
vinculatoriedad, que se sigue por razones re-
putacionales, en un mundo interdependiente y 
marcado por las realidades de la inserción y 
el posicionamiento de las economías y de las 
personas en los mercados globales, constituye 
solo un primer paso en este análisis. Aunque 
es necesaria como punto de partida, esa pri-
mera caracterización no revela mucho sobre la 
forma en que este tipo de estándares blandos 
son luego importados al ámbito nacional, para 
ser traducidos en legislaciones y medidas de 
política pública. 

Cuando se habla de tratados, la forma en que 
las normas internacionales se incorporan en 
los ordenamientos jurídicos nacionales y se 
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ta hasta cierto punto más obvia. Las normas 
constitucionales de cada Estado determinan la 
forma en que los tratados internacionales lle-
gan a hacer parte del orden jurídico local y de-
ben ser aplicados por las autoridades públicas 
(Gaviria Liévano, 2011). 

Por el contrario, cuando se trata de lineamien-
tos como los descritos, que más que vinculan-
tes para los Estados resultan influyentes para 
ellos, se requiere un análisis que vaya más allá 
del ámbito estatal y de las fórmulas jurídicas 
sobre la vinculatoriedad. En otras palabras, un 
enfoque Estado-céntrico resulta insuficiente 
para identificar el rol de actores no estatales 
en el proceso de formación, difusión e integra-
ción de normas internacionales en el plano na-
cional. En el caso del derecho blando, la parti-
cipación de esos actores no estatales resulta 
decisiva para que este sea conocido y utilizado 
en el ámbito interno. 

Esto supone complementar una perspectiva 
internacional, con una aproximación transna-
cional.2 Conforme a la primera se acostumbra 
hacer referencia a los fenómenos relaciona-
dos con Estados nacionales, representados 
por sus respectivos gobiernos, como unida-
des aparentemente “monolíticas”, bajo una 
visión “horizontal” de la escena global (Onu-
ma, 2010, p. 67). La perspectiva transnacional 
complementa lo anterior, porque supera una 
visión Estado-céntrica, de manera que se pres-

te también atención a la actuación de actores 
no estatales, que cuentan con la posibilidad de 
interactuar con espacios globales de decisión, 
al tiempo que inciden en el plano nacional. 
Bajo esta visión complementaria, vertical, ad-
quieren relevancia, por ejemplo, organizacio-
nes no gubernamentales (ong), movimientos 
ciudadanos, empresas multinacionales y me-
dios de comunicación (Onuma, 2010, p. 67). 

Lo anterior puede también plantearse en estos 
términos. El análisis más frecuente del dere-
cho internacional no va más allá de lo que ocu-
rre a nivel macro en las relaciones internacio-
nales. James Rosenau (1995) diferencia entre 
parámetros macro, macro-micro y micro que 
sustentan el sistema global. El primero (macro) 
se refiere al relacionamiento entre Estados, or-
ganizaciones internacionales y actores claves 
en la escena global. El macro-micro supone 
observar las relaciones de autoridad que se 
tejen entre grandes colectividades, como por 
ejemplo los gobiernos, las empresas multina-
cionales o grupos étnicos, respecto de los ciu-
dadanos. El parámetro micro se concentra en 
las habilidades analíticas y emocionales de los 
individuos, con las cuales responden a diver-
sos eventos (p. 194). 

Los Estados se ven influenciados por las re-
glas, objetivos y marcos cognitivos trazados 
en el orden jurídico internacional a nivel ma-
cro, pero esta influencia es el resultado de un 
proceso que se presenta a nivel macro-micro. 

2. Esta distinción tiene el sentido anotado en teoría de las relaciones internacionales, no así en el derecho, en el que lo interna-
cional y lo transnacional tienen actualmente connotaciones diferentes. Por ejemplo, en Luban, O’Sullivan y Stewart (2010).
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aGoodman y Jinks (2013) advierten cómo las or-
ganizaciones internacionales influyen sistemá-
ticamente en las decisiones jurídicas y de polí-
tica de los Estados. Aunque esta influencia es 
perceptible y se verifica a nivel macro, Estatal, 
se genera a través de un proceso macro-micro, 
social. Los desarrollos internacionales influyen 
en actores locales dentro y fuera de la adminis-
tración del Estado. Estos a su vez se movilizan 
hacia el Estado para obtener decisiones jurídi-
cas y de política que sean concordantes con lo 
que ocurre en la escena internacional y con lo 
que consideran un curso de acción deseable 
para la sociedad (p. 12). 

En esos términos, la que parece ser la principal 
desventaja de las normas del derecho blando, 
como es la relativa ausencia de vinculatorie-
dad de sus estándares bajo el derecho inter-
nacional, se convierte en su faceta más inte-
resante. Como se trata de directrices que en 
general se consideran no obligatorias para los 
Estados, el proceso que lleva a que las autori-
dades públicas se interesen por traducirlos en 
normas nacionales plenamente vinculantes y 
obligatorias exige inevitablemente la moviliza-
ción, cabildeo e incidencia por parte de actores 
no estatales. Es decir, se trata de un proceso 
que no se resuelve mediante discusiones doc-
trinales sobre la vinculatoriedad de las normas 
bajo el derecho internacional. 

En el campo de los derechos humanos, por 
ejemplo, algunos estándares de derecho blan-
do han sido utilizados y aplicados regularmen-
te por autoridades administrativas y judiciales 
al interior de los Estados, como resultado de la 

labor de las ong. Estas se han encargado de 
difundir esos estándares y de exigir que la ac-
tuación de las autoridades públicas se ajuste 
a ellos todo lo posible, sin importar que en es-
tricto sentido no pueda afirmarse la existencia 
de obligaciones vinculantes para el Estado a 
la luz del derecho internacional (por ejemplo, 
Comisión Colombiana de Juristas, 2007).

Estos procesos de utilización local de estánda-
res de derecho blando requieren entonces de 
otro tipo de análisis. No consisten en tratados 
internacionales, cuya incorporación en el ám-
bito nacional se da por descontada mediante 
los procesos de aprobación y ratificación regu-
lados a nivel constitucional (más allá de una 
posible brecha entre su inclusión normativa 
y su utilización por jueces y autoridades ad-
ministrativas). Se trata, por el contrario, de la 
utilización de estándares, recomendaciones y 
códigos de buenas prácticas que circulan en 
el plano internacional, que no son vinculantes 
bajo el derecho internacional, pero que se in-
corporan en normas nacionales y en prácticas 
institucionales locales de forma frecuente. 

B. Los estudios de trasplantes jurídicos 
como marco de análisis

El examen que exige ese fenómeno es el que 
ofrece la noción de trasplante jurídico. Lo an-
terior implica adoptar lo que Bonilla (2009) 
denomina un modelo complejo de análisis de 
los trasplantes jurídicos. Para este autor, un 
modelo simple ha dominado la discusión so-
bre el intercambio de “normas, instituciones y 
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lugar, en cuanto a los actores, este modelo 
simple considera que

tanto el exportador como el importador de 
derecho son claramente identificables, que 
estos se encarnan en gobiernos que actúan 
en nombre y representación de Estados y 
que el sistema jurídico del país receptor es 
dependiente o menos desarrollado que el del 
emisor. (Bonilla, 2009, p. 14). 

En segundo lugar, Bonilla encuentra que el 
modelo simple caracteriza el objeto trasferi-
do como constituido exclusivamente de reglas 
jurídicas, que no sufren ninguna modificación 
en el proceso de recepción. Por último, bajo el 
modelo simple la circulación de objetos jurídi-
cos se presenta en una sola dirección: de un 
Estado exportador a uno importador. 

El modelo complejo sugerido por Bonilla ofre-
ce una mejor respuesta a las sinuosidades, 
trayectorias y divergencias que pueden surgir 
en la circulación de las instituciones jurídicas 
y en la composición misma de estas. Bajo 
este modelo se reconoce que no solo los go-
biernos, como representantes de los Estados, 
participan de los intercambios jurídicos. Por el 
contrario, “el derecho viaja también a través 
de los comerciantes, refugiados, inmigrantes 
legales e ilegales, misioneros, juristas, acadé-
micos, colonizadores y estudiantes” (2009, p. 
16). En segundo lugar, no solo circulan reglas 
jurídicas, sino también los argumentos que las 
sustentan, diseños institucionales, estrategias 
de intervención pública, ideologías, “métodos 

de enseñanza o estructuras curriculares” y 
modelos teóricos. En este viaje los objetos ju-
rídicos sufren transmutaciones, modificacio-
nes, como adaptaciones a las condiciones del 
contexto de recepción. Por último, la circula-
ción puede ser “de doble vía entre los agen-
tes que exportan e importan el derecho” y no 
corresponde necesariamente a relaciones de 
dependencia o jerarquía entre Estados (Boni-
lla, 2009). 

En el marco de este modelo complejo, Bonilla 
(2009) destaca como “los principales agentes 
exportadores del derecho hoy en día” a institu-
ciones internacionales como el Fondo Moneta-
rio Internacional, el Banco Mundial o la Orga-
nización Internacional del Comercio. Con ello, 
reconoce que el intercambio de objetos jurídi-
cos puede ser entre Estados, o entre Estados 
y organizaciones internacionales, con inciden-
cia de actores no estatales, como se anotó. 
Aparte de las instituciones mencionadas por 
Bonilla, debe incluirse a la ocde, organización 
que juega un papel central en la circulación 
internacional de la educación financiera y con 
una amplia agenda de reformas estatales en 
la actualidad. 

Esto coincide con uno de los reclamos que 
surgen frente a las aproximaciones más fre-
cuentes a los trasplantes jurídicos. Por ejem-
plo, Graziadei (2006) señala cómo en buena 
parte de los estudios sobre trasplantes, estos 
se presentan “desconectados” de los actuales 
proyectos globales de transformación jurídica, 
por  ejemplo, los promovidos por instituciones 
internacionales. Muestra el uso frecuente de 
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aestándares internacionales (uniformes o ar-
monizadores, contenidos en tratados o en es-
tándares de derecho blando) como estímulo 
para la implementación de trasplantes jurídi-
cos y reformas institucionales. Para ejemplifi-
car esta situación menciona los instrumentos 
internacionales de derechos humanos (que 
se encuentran con el derecho constitucional 
nacional), los estándares de la United Nations 
Commission on International Trade Law (unci-
tral) o el  International Institute for the Unifi-
cation of Private Law (unidroit), o las reformas 
promovidas desde el Banco Mundial o la Or-
ganización Mundial del Comercio (Graziadei, 
2006).

Como advierte Bonilla (2009), el estudio de 
los trasplantes jurídicos ha estado domina-
do por tres escuelas o enfoques que combi-
nan varios de los argumentos de los modelos 
simple y complejo: pragmático, contextual 
y valorativo. Bajo el primero, se hace énfa-
sis en el fin que persigue el objeto jurídico 
trasplantado, como solución a un problema 
determinado, por ejemplo, la necesidad de 
mejorar la administración de justicia o procu-
rar equilibrio macroeconómico. De acuerdo 
al enfoque contextual, el derecho es un re-
flejo de la sociedad, por ello, esta perspecti-
va se interesa en particular por el estudio de 
las condiciones propias de los contextos de 
producción y de recepción de objetos jurídi-
cos, con el fin de cuestionar las posibilidades 
reales de éxito de los trasplantes. Por últi-
mo, el enfoque valorativo se ocupa más de 
“los valores, principios e intereses políticos” 
que fundamentan los trasplantes. Este tipo 

de análisis parte de la premisa de que los 
instrumentos jurídicos concretos pueden ser 
de una importancia secundaria, frente a “las 
categorías conceptuales y prácticas que les 
dan origen y los sostienen” (Bonilla, 2009, p. 
21). Bajo esta última perspectiva se presen-
tan los trasplantes jurídicos como parte de 
proyectos de imperialismo, de “civilización” o 
de expansión de la cultura y el derecho occi-
dentales. 

En este plano valorativo, Graziadei (2006) ob-
serva que los trasplantes se presentan princi-
palmente por tres tipos de razones: “la impo-
sición del derecho a través de la violencia de 
una forma u otra; los cambios producidos por 
el deseo de seguir modelos prestigiosos; y la 
reforma con el propósito de mejorar el rendi-
miento económico” (p. 456). 

Con la primera, Graziadei (2006) se refiere 
a la difusión de instituciones jurídicas a tra-
vés de la conquista o la expansión militar de 
poderes coloniales dominantes. La fuerza 
es el elemento dominante bajo este primer 
grupo de procesos de trasplante. Respecto 
de la segunda (trasplantes que se hacen por 
prestigio), observa que la recepción (y la imi-
tación) de instituciones jurídicas sigue muy a 
menudo el “deseo de tener lo que otros tie-
nen, especialmente si se considera superior” 
(p. 457). En este segundo caso, el factor que 
conduce al trasplante es el interés de “ad-
herirse de forma voluntaria a modelos cultu-
rales” (p. 458). Por último, en cuanto a los 
trasplantes jurídicos motivados por el interés 
de mejorar el rendimiento económico, Gra-
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ro ziadei problematiza las asunciones de fondo: 
el presunto vínculo entre cambios jurídicos y 
crecimiento económico. Igualmente, cuestio-
na de este último tipo de razones el proceso 
de toma de decisiones sobre la importación 
de instituciones, presentado como un asunto 
perfectamente racional y libre de incertidum-
bres.

Por el contrario, Graziadei (2006) señala 
cómo dicho proceso está marcado por la exis-
tencia de “intereses creados”, así como por 
creencias y prejuicios sobre el papel de las 
instituciones en el ámbito local. En cualquier 
caso, advierte la forma en que esas presun-
ciones (sobre el impacto de la calidad de las 
instituciones en el desempeño económico) se 
articulan a la presión ejercida por institucio-
nes financieras internacionales. Estas, en su 
opinión, promoverían reformas jurídicas que 
se consideran necesarias para el buen funcio-
namiento de los mercados, como un renova-
do interés por las instituciones, incluidas las 
jurídicas (neoinstitucionalismo), como me-
dio para la aceleración del crecimiento eco-
nómico. 

Por último, el análisis sobre trasplantes ju-
rídicos no ha sido exclusivo de una discipli-
na. Se han realizado investigaciones sobre 
trasplantes desde la antropología cultural, 
el derecho comparado, el derecho romano, 
la historia del derecho, el movimiento de de-
recho y sociedad, el pluralismo jurídico, los 
estudios culturales del derecho, la sociología 
del derecho, el derecho de la integración, etc. 
(Bonilla, 2009, p. 22). Por esto, las aproxi-

maciones a procesos de trasplante jurídico 
muchas veces implican hacer caso omiso de 
fronteras disciplinares y despreocuparse de 
la ubicación exacta del análisis (¿derecho 
comparado?, ¿internacional?, ¿derecho y de-
sarrollo?, ¿derecho y sociedad?). En el caso 
de esta contribución, la apuesta consiste en 
ampliar el marco disciplinar del derecho in-
ternacional mediante el uso de herramientas 
y categorías de otras disciplinas, como las 
mencionadas por Bonilla en su análisis de 
la literatura sobre trasplantes, para comple-
mentar el examen de objetos jurídicos que 
circulan internacional y localmente (Merry, 
2006; Eslava y Pahuja, 2012).

C. Importación de estándares 
internacionales e implementación en 
Colombia de la educación financiera

1. Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014

El Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014 es el 
primer referente que contempló la importación 
integral de la educación financiera a Colombia, 
en la versión de la ocde de 2005. Con anterio-
ridad al Plan 2010-2014, existían en Colombia 
iniciativas relativas al acceso a la información 
por parte de los usuarios del sistema financie-
ro colombiano o a sistemas de quejas (asoban-
caria, 2012). En el Plan Nacional de Desarrollo 
2010-2014 se presenta entonces una nove-
dad: integró las recomendaciones y lineamien-
tos de la ocde al ámbito jurídico e institucional 
colombiano, así mismo afirmó el interés espe-
cífico por llevar este tipo de formación a la in-
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afancia en colegios y escuelas de todo el país, a 
todos los estratos socioeconómicos y a todos 
“los niveles de bancarización”.3

El Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014 dis-
puso la obligación de trazar una Estrategia Na-
cional de Educación Económica y Financiera 
que, con la secretaría del Banco de la Repúbli-
ca, responda a objetivos como:

(1) desarrollar competencias para mejorar 
el comportamiento financiero de los hogares 
a lo largo de su ciclo de vida; (2) potenciar 
los esfuerzos para incrementar el acceso a 
servicios financieros y el desarrollo del mer-
cado de capitales con mayor movilización 
de ahorro y crédito hacia actividades pro-
ductivas; (3) educar sobre oportunidades 
de inversión y de aseguramiento; (4) brin-
dar educación que permita a los hogares to-
mar decisiones sobre la elección del esque-
ma de ahorro de pensiones y cesantías de 
cara al nuevo sistema de multifondos. (dnp, 
2010, p. 178). 

Bajo estos supuestos, dicho Plan Nacional de 
Desarrollo ordenó implementar el artículo 31 
de la Ley 115 de 1994, en articulación con el 
artículo 2, numeral f de la Ley 1328 de 2009. 
El primero dispone la obligatoriedad de la en-

señanza de economía en la educación media 
académica, mientras que el segundo contem-
pla la educación de los consumidores finan-
cieros, en el marco del régimen establecido 
para su protección.4 De esta manera, una nor-
ma relativa a la inclusión de la economía en 
los contenidos curriculares y otra correspon-
diente a la capacitación de usuarios del sis-
tema financiero, fueron articuladas para dar 
sustento a la que, a partir de entonces, se de-
nominaría en Colombia educación económica 
y financiera (eef). 

A partir de lo anterior, en el artículo 145 de 
la Ley 1450 de 2011 “por la cual se expide el 
Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014”, se 
estableció: “el Ministerio de Educación Nacio-
nal incluirá en el diseño de programas para el 
desarrollo de competencias básicas, la edu-
cación económica y financiera, de acuerdo 
con lo establecido por la Ley 115 de 1994”.5 
Con esta norma se concretó la importación a 
Colombia de la educación financiera promovi-
da por la ocde desde 2003. 

Lo que resulta decisivo es que en el caso del 
Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014, el len-
guaje y la población a la que se dirige la educa-
ción financiera son completamente diferentes 
a los de otros referentes normativos y de políti-

3. En este sentido, en el Plan se destacaba la existencia en ese entonces de 23 entidades públicas o privadas con alguna oferta 
de contenidos en educación financiera y económica, aunque advertía la ausencia de lineamientos que garantizaran la cali-
dad de dichas iniciativas. 

4. Mediante la Ley 115 de 1994 se “expide la ley general de educación”, mientras que la Ley 1328 de 2009 se ocupa de dictar 
“normas en materia financiera, de seguros, del mercado de valores y otras disposiciones”.

5. Los artículos 5 y 31 de la Ley 115 de 1994 hacen referencia a la formación para la participación, entre otras, en la vida eco-
nómica y la inclusión en la educación media académica de las ciencias económicas. 
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ro ca que ya se habían dispuesto en Colombia so-
bre capacitación de los consumidores financie-
ros (como los de la Ley 1328 de 2009). Ya no 
se trata de la “educación del consumidor finan-
ciero”, es decir, de desarrollar competencias 
en quien ya tiene una relación con el sistema 
financiero, de manera que esté en condiciones 
de usar la información que las entidades del 
sector le ofrecen sobre productos, servicios, 
tasas de interés, naturaleza de los mercados 
y mecanismos de protección de sus derechos 
(como por ejemplo se disponía en la reforma 
financiera de 2009).6 

En otras palabras, la educación que se esta-
blece a partir del Plan Nacional de Desarro-
llo 2010-2014 no supone la existencia de un 
sujeto que ya tiene un vínculo con el sector 
financiero, sino que, por el contrario, va más 
allá y se propone crear ese sujeto, con el efec-
to esperado de una expansión del mercado 
financiero. El cambio significativo consiste en 
ofrecer la educación financiera a “toda la po-
blación”, en todas las edades, en todos los es-
tratos socioeconómicos, en “todos los niveles 
de bancarización”, con el objetivo de “poten-
ciar los esfuerzos para incrementar el acce-
so a servicios financieros y el desarrollo del 
mercado de capitales con mayor movilización 
de ahorro y crédito hacia actividades produc-
tivas” (dnp, 2010, T. 1, p. 178). 

2. Acuerdo 024 de 2012

En ese marco y con esos propósitos se lanzó 
un proyecto público-privado, materializado en 
el Acuerdo No. 024 de 2012 (7 de febrero), 
firmado entre el Ministerio de Educación y aso-
bancaria. Con base en ese acuerdo, asobanca-
ria ofrece asistencia a todo el sistema educa-
tivo colombiano para establecer la forma en 
que se “administrará” la eef, como programa 
obligatorio en todos los planteles (asobanca-
ria, 2012). 

Por cuenta de ese acuerdo, a 2014 se habían 
invertido más de 6.000 millones de pesos 
(recursos del Ministerio de Educación y del 
sector financiero), en el diseño e implementa-
ción de la estrategia dispuesta en el Plan Na-
cional de Desarrollo 2010-2014, bajo cuatro 
componentes: (1) pedagógico; (2) seguimien-
to y evaluación; (3) movilización y comunica-
ción; y (4) acciones de formación (asobanca-
ria, 2014).

3. Decreto 457 de 2014

A propósito de lo contemplado en el Plan Na-
cional de Desarrollo 2010-2014 (Ley 1450 
de 2011) y tan solo días después de celebrar 
el convenio con asobancaria, el Ministerio de 

6. En la reforma financiera de 2009 (Ley 1328 de 2009) ya se hacía referencia a la “educación del consumidor financiero”, 
es decir, a “una adecuada educación de los consumidores financieros respecto de los productos y servicios financieros que 
ofrecen las entidades vigiladas, de la naturaleza de los mercados en los que actúan, de las instituciones autorizadas para 
prestarlos, así como de los diferentes mecanismos establecidos para la defensa de sus derechos” (artículo 3-f, 5-d, 7-t, 8-a-i, 
23-o). En las normas que al respecto trae esa reforma se hace referencia al consumidor o cliente de las entidades financieras. 
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aEducación Nacional expidió el Decreto 457 
de 2014 (28 de febrero). Mediante este de-
creto “se organiza el Sistema Administrati-
vo Nacional para la Educación Económica y 
Financiera y crea la Comisión Intersectorial 
para la Educación Económica y Financiera”. 
Este sistema se propone articular las activi-
dades de entidades estatales y de particula-
res en la implementación de una estrategia 
integral de eef. 

Allí la eef se enmarca en “los apoyos trans-
versales a la competitividad” a los que se 
refiere el documento Bases del Plan Nacio-
nal de Desarrollo 2010-2014. Además de la 
referencia al Plan Nacional de Desarrollo, el 
decreto se apoya normativamente en la Ley 
115 de 1994 y en la Ley 1382 de 2009, ya 
mencionadas. 

4. Orientaciones pedagógicas 
del Ministerio de Educación 

El Ministerio de Educación Nacional (men), con 
la asesoría de asobancaria, publicó en 2014 el 
primer documento sobre los lineamientos para 
la inclusión de la eef en los proyectos educa-
tivos institucionales (pei), en contenidos curri-
culares y en prácticas docentes. El documen-
to señala que el objetivo de la eef consiste en 
desarrollar en los niños, niñas y adolescentes 
“los conocimientos, las habilidades y las acti-

tudes necesarias para la toma de decisiones 
informadas y las actuaciones responsables en 
los contextos económicos y financieros presen-
tes en su cotidianidad” (p. 7). Sumado a lo an-
terior, la eef 

implica la comprensión de la complejidad de 
fenómenos sociales, económicos, políticos, 
ambientales y culturales que nos rodean, y 
el reconocimiento de los Derechos Econó-
micos, Sociales, Culturales y Ambientales 
(desca), entendidos como derechos que po-
sibilitan una vida digna: salud, educación, 
alimentación, vivienda y vestido, entre otros.  
(men, 2014, p. 7). 

El documento del men (2014) formula enton-
ces una serie de recomendaciones dirigidas 
a “docentes, directivos docentes, padres de 
familia y servidores de las secretarías de edu-
cación” para que “lideren el proceso de incor-
poración de la eef en los currículos escolares 
de los establecimientos educativos del país” 
(p. 10). Estas orientaciones se proponen la in-
clusión de la eef en los pei, bajo los principios 
de (i) pertinencia; (ii) universalidad; (iii) trans-
versalidad; (iv) eficacia y sostenibilidad; (v) 
progresión y secuencialidad; y (vi) pluralismo 
e inclusión. 

Las competencias básicas que se pretende de-
sarrollar mediante la articulación de la eef en los 
pei, son las que se observan en el cuadro n.° 1: 
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OBJETIVO DE LA EDUCACIÓN ECONÓMICA Y FINANCIERA

Promover en las niñas, niños, adolescentes y jóvenes el desarrollo de competencias básicas y 
ciudadanas, así como el pensamiento crítico y reflexivo necesario para tomar decisiones res-
ponsables e informadas sobre temas económicos y financieros que favorezcan la construcción 
de sus proyectos de vida con calidad y sostenibilidad.

Competencia 1

Decidir de manera razonada 
y responsable qué acciones, 
desde el punto de vista eco-
nómico y financiero, son perti-
nentes para su bienestar per-
sonal y el de la comunidad. 

Competencia 2

Administrar racional y eficien-
temente los recursos econó-
micos y financieros que las y 
los estudiantes tienen a su 
disposición para afrontar los 
cambios del entorno. 

Competencia 3

Plantear las metas de carác-
ter económico y financiero de 
corto, mediano y largo plazo 
que respondan a las necesi-
dades propias y de la comu-
nidad a la que pertenecen los 
estudiantes.

Fuente: asobancaria, 2014.

5. La vida cotidiana de 
la educación financiera

En un pequeño colegio privado de un munici-
pio ubicado en los alrededores de Bogotá, en 
el departamento de Cundinamarca (Colombia), 
se comenzó a implementar una estrategia de 
educación económica y financiera.7 Como par-
te de su pei se ofrece a niñas, niños y adoles-
centes un paquete de contenidos curriculares, 
dispuesto con el fin de “ordenar y estandari-
zar los conceptos y las competencias para la 
toma de decisiones en el campo financiero”. Al 
efecto elaboraron cartillas en español, inglés y 

francés sobre eef, que son entregadas a cada 
estudiante. 

Durante los cinco primeros minutos de la jor-
nada de los días miércoles, dentro de las 
cuarenta semanas del calendario escolar, los 
estudiantes de los grados primero a once se 
dedican a resolver una pregunta relativa a sus 
competencias financieras. Se trata de una la-
bor transversal a su proceso formativo, que se 
incluye en todas las asignaturas, y cuyos prin-
cipales responsables son los coordinadores 
de las áreas de sociales, inglés y francés. Esta 
actividad se complementa con un concurso 

7. El nombre del establecimiento educativo se mantiene en reserva. 
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aanual, en el que los estudiantes elaboran una 
pieza audiovisual en respuesta a alguno de los 
problemas formulados en las cartillas. Los me-
jores videos de cada curso son premiados. 

La justificación de esta iniciativa, en este co-
legio, remite expresamente a documentos de 
política del Banco de la República (el Banco 
Central de Colombia), del men y de la ocde. Se 
hace referencia a la necesidad de fortalecer 
las competencias financieras de los estudian-
tes, como medio para enfrentar la informalidad 
crediticia (“agiotismo” o “gota a gota”, afirma 
el proyecto educativo). Se trata de un asunto 
que, según se lee, redundaría en beneficio de 
toda la comunidad: profesores, alumnos y pa-
dres de familia. 

En otro colegio, ubicado en Bogotá, también se 
adoptó un proyecto pedagógico de educación 
económica y financiera, bajo el nombre “admi-
nistración de recursos para la vida”. La justi-
ficación y la presentación del documento son 
idénticas a la del colegio citado previamente. 
En el documento se mencionan los diferentes 
organismos del orden nacional que han partici-
pado de la formulación de esta “estrategia na-
cional” y se recuerda la definición de educación 
financiera de la ocde. Igualmente, se menciona 
lo previsto en la legislación financiera colombia-
na sobre la educación del usuario del sector. 

En el caso de este segundo colegio, la estrate-
gia de educación cuenta con un profesor que 
se encarga de coordinar las actividades peda-
gógicas, las cuales competen a todos los do-
centes del área de matemáticas. Además, un 

grupo de estudiantes (grado 10º) actúan como 
líderes del proyecto ante el resto de los miem-
bros de la comunidad académica. Los desti-
natarios del proyecto son los directivos, pro-
fesores y estudiantes de ese establecimiento 
educativo, desde “transición a grado 11º”. 

Estos son solo dos ejemplos de la cotidianidad 
de la educación financiera, ideada como parte 
de un conjunto de recomendaciones del Con-
sejo de la ocde en 2005, apoyada por una am-
plia alianza internacional que incluye al G20 y 
a la Red Internacional de Educación Financie-
ra (infe, por sus siglas en inglés), articulada en 
varios documentos oficiales de alcance nacio-
nal e implementada en colegios y escuelas de 
Colombia, con alusión expresa a esos mismos 
estándares internacionales. Este tipo de proyec-
tos y ejercicios pedagógicos se implementaron 
en 120 establecimientos educativos durante el 
2014 y 2015, los cuales hicieron parte del piloto 
de desarrollo de la estrategia nacional de eef. 

D. La ruta del trasplante jurídico de la 
educación financiera en Colombia

En el caso de la educación financiera, como 
competencias que deben promoverse en las 
personas desde la edad más temprana posible, 
la ocde emitió entonces una serie de recomen-
daciones sobre principios y buenas prácticas en 
la materia, en 2005. Estas recomendaciones 
constituyen el referente internacional común-
mente utilizado en Colombia para la importa-
ción nacional e implementación local de la edu-
cación financiera. asobancaria, el Ministerio de 
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gios y escuelas, utilizan esas recomendaciones 
como marco que justifica la adopción de progra-
mas, actividades, cartillas, prácticas docentes y 
contenidos curriculares sobre educación finan-
ciera en el día a día de la vida escolar. 

Como señala Merry (2006), “los conceptos y 
prácticas de tipo jurídico que circulan global-
mente se depositan y fijan en documentos, 

cartas de intención, modelos de acuerdos, 
contratos y otras formas legales” (p. 108). En 
este sentido, el “viaje” de la educación finan-
ciera desde espacios de decisión internacio-
nales hasta colegios y escuelas en diversas 
localidades de cinco departamentos de Co-
lombia, puede resumirse en la adopción de 
una serie de normas y documentos oficiales 
de política. Algunos de ellos se describen en 
el cuadro n.° 2. 

Cuadro No. 2: Ruta de la educación financiera

Plano Documento Lugar

Internacional

Nacional

París y 
Washington 

D.C.

Bogotá

–  ocde. (2005). Recommendation on Principles and Good 
Practices for Financial Education and Awareness.

–  ocde. (2008). Recommendation on good practices for fi-
nancial education relating to private pensions.

–  ocde. (2008). Recommendation on good practices for en-
hanced risk awareness and education on insurance issues.

–  ocde. (2009). Recommendation of the Council on Good Prac-
tices on Financial Education and Awareness Relating to Credit .

–  ocde. (2012). Guidelines On Financial Education At School 
And Guidance On Learning Framework.

– Banco Mundial. (2012). Financial literacy around the world: 
an overview of the evidence with practical suggestions for 
the way forward.

– Estrategia Nacional de Educación Económica y Financiera: 
propuesta para su implementación en Colombia. (2010). 
Documento elaborado por el Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público, el Ministerio de Educación Nacional, el 
Banco de la República, la Superintendencia Financiera de 
Colombia, el Fondo de Garantías de Instituciones Finan-
cieras, el Fondo de Garantías de Entidades Cooperativas 
y el Autorregulador del Mercado de Valores.
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a

Local Colegios y 
escuelas de 

toda Colombia 

Proyectos educativos institucionales (pei) y contenidos curri-
culares.

–  Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014.
–  Acuerdo 024 de 2012. (asobancaria - men)
–  Decreto 457 de 2014. (Presidente de la República).
–  Documento sobre orientaciones pedagógicas sobre eef 

(Ministerio de Educación Nacional).
–  Proyecto de Ley 049 de 2014 (Senado), 165 de 2015 

(Cámara), “por la cual se establece la enseñanza de la 
educación financiera en la educación básica y media en 
Colombia”.

–  Proyecto de Ley 028 de 2016 (Cámara), “por la cual se 
establece la cátedra de educación financiera en la educa-
ción básica y media en Colombia”. 

Plano Documento Lugar

Como puede observarse en el cuadro n.° 2, los 
objetos trasplantados no corresponden exclusi-
vamente a estándares jurídicos. En su circula-
ción internacional, las recomendaciones sobre 
buenas prácticas en materia de educación fi-
nanciera de la ocde son acompañadas por do-
cumentos de la ocde, del Banco Mundial y del 
Banco Interamericano de Desarrollo (bid), que 
justifican la urgencia de implementar estrate-
gias de educación financiera. Bajo la noción de 
educación financiera viajan sugerencias sobre 
medidas de política pública deseables y concor-
dantes con una estrategia nacional en la ma-
teria, orientaciones pedagógicas y contenidos 
curriculares. Es decir, se suman una serie de 
razones y argumentos que sirven de plataforma 
intelectual a las estrategias de educación finan-
ciera. Se transfiere toda una comprensión sobre 
la importancia de la actuación de los ciudada-

nos en los mercados financieros y la forma en 
que la educación debe servir a ese propósito. 

En el contexto colombiano se agregan documen-
tos oficiales y normas de alcance nacional. Todo 
lo anterior, en su circulación hacia el ámbito 
local, se refleja en proyectos educativos institu-
cionales, en prácticas pedagógicas y en el desa-
rrollo de contenidos curriculares. En todos estos 
planos, sin excepción, se utilizan de forma reite-
rada las recomendaciones de la ocde como el 
más importante conjunto de orientaciones sobre 
educación financiera de alcance internacional. 

De otro lado, la circulación de la educación finan-
ciera no ocurre sin la participación de actores in-
teresados en implementarla en el ámbito local. 
Como ha ocurrido en el pasado con otro tipo de 
reformas que se promueven por instituciones in-
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2006), un grupo de profesionales que actúan 
dentro y fuera del Estado sirven como mediado-
res entre la institucionalidad internacional y las 
autoridades nacionales. Estos actores traducen 
las iniciativas y proyectos de alcance global al 
lenguaje de la administración local, de manera 
que se asegure su aceptación y aplicación. 

La educación financiera ha contado en su tra-
yectoria con el apoyo de importantes actores 
estatales y gremiales (ver cuadro n.° 3). Sin 
embargo, asobancaria se destaca porque tuvo 
un papel protagónico en la importación y efec-
tiva puesta en funcionamiento de las recomen-
daciones de la ocde sobre la urgencia de una 

estrategia nacional de educación económica y 
financiera. El gremio señala que fue iniciativa 
suya, formulada ante el Congreso de la Repú-
blica y ante el Gobierno Nacional, la inclusión 
en 2011 de programas de educación financie-
ra en los proyectos ofrecidos por el Ministerio 
de Educación a las Secretarías de Educación. 
Posteriormente, esta idea contó con reconoci-
miento legislativo expreso en el artículo 145 de 
la Ley 1450 de 2011 (“por la cual se expide 
el Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014”), 
norma que, como se anotó, constituye el pun-
to preciso de articulación entre la circulación 
internacional de la educación financiera y el 
desarrollo nacional de una estrategia de edu-
cación económica y financiera.
 

Cuadro No. 3: Actores que participan en la ruta de la educación financiera 

Plano Documento Lugar
Internacional

Nacional

Local

– Oficiales de la ocde, bm, bid y la Corporación Andina de 
Fomento, quienes promueven la implementación de es-
trategias nacionales de educación financiera. 

– Red Internacional de Educación Financiera (International 
Network on Financial Education – infe).  

– Funcionarios y asesores de asobancaria, Ministerio de 
Educación y Banco de la República que sirvieron como 
mediadores entre lo local y lo internacional para la impor-
tación de la educación financiera.

–  Superintendencia Financiera de Colombia.- Autorregula-
dor del Mercado de Valores. 

–  Funcionarios del Sistema Nacional de Educación Econó-
mica y Financiera.- Empresas del sector privado. 

–  Entidades del sector financiero.

Rectores, coordinadores de área y docentes

París y 
Washington 

D.C.

Bogotá

Colegios y 
escuelas de 

toda Colombia.
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aE. Retoques jurídicos y recepción de 
la educación financiera en Colombia

Como observa Brown (2015), en la actualidad 
el derecho recurre a nuevas formas y procedi-
mientos de regulación que se encuentran lejos 
de corresponder a un proceso deliberativo que 
convoque la participación de amplios sectores, 
en el debate de temas que puedan serles de 
interés. La idea del derecho promulgado por 
un cuerpo político centralizado ha perdido 
valor explicativo sobre la producción jurídica 
en tiempos de globalización. Por el contrario, 
Brown advierte cómo el derecho hoy en día no 
exige grandes transformaciones jurídicas, sino 
“pequeños retoques” sobre normas existentes 
de alcance técnico, con el fin de apuntalar re-
formas de profundo impacto político y adminis-
trativo (2015, p. 35). 

Como se anotó, en Colombia existían referen-
tes normativos sobre la información y capa-
citación que requiere el usuario del sistema 
financiero para usar los productos que le ofre-
cen las entidades del sector y para ejercer sus 
derechos. Esta idea de protección del usuario 
financiero existía ya en la Ley 1328 de 2009. 
También existía una norma de la Ley 115 de 
1994 que disponía la inclusión de la economía 
en contenidos curriculares a nivel de educa-
ción media. La articulación de estas dos reglas 
sirvió en Colombia de plataforma para la re-
cepción de la “educación financiera” promovi-
da por la ocde desde 2003 y contenida en las 
recomendaciones de su Consejo de 2005. La 
institución resultante se promueve en Colom-
bia, a propósito de ese doble origen normativo 

a nivel nacional, bajo la forma de “educación 
económica y financiera” establecida a partir 
del Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014. 

La “educación económica y financiera” creó 
entonces a sus precursores. Ninguna de las 
instituciones existentes en Colombia, reconoci-
das en legislaciones nacionales (Ley 1328 de 
2009 y Ley 115 de 1994) se parecen entre sí, 
ni permiten dar sustento por sí mismas al tipo 
de educación que promueve la ocde desde la 
edad más temprana posible. Pero en su arti-
culación los promotores de la educación finan-
ciera encontraron un sustento normativo que 
utilizar. 

Este pequeño retoque, que se encuentra en 
las normas nacionales sobre la materia, cons-
tituye también una innovación jurídica con alto 
sentido estratégico, por parte de quienes pro-
movieron el reconocimiento normativo de la 
estrategia nacional de educación financiera. El 
uso de esas normas para justificar la recepción 
e implementación de la educación financiera 
permitió a sus promotores afirmar que no se 
trata de una iniciativa extraña para el orden ju-
rídico y sobre todo para la práctica de la educa-
ción en Colombia. Igualmente, la referencia a 
la Ley 115 de 1994 le imprime a la educación 
financiera de la ocde un sentido que trascien-
de nominalmente lo financiero. Se presenta 
la educación financiera como educación para 
participar “en la vida económica”. 

En términos de trasplante jurídico esto hace 
parte de un momento “creativo”, propio de la 
adaptación de las reglas e ideas concebidas 
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contexto local. Así, el proceso de importación 
e implementación de la educación financiera 
en Colombia no se explica suficientemente 
como una copia de una institución internacio-
nal, sino que supone un proceso de transmu-
tación y creación a nivel nacional, con el fin de 
responder al contexto de recepción. Todo esto 
encuentra su síntesis en el artículo 145 de la 
Ley 1450 de 2011. 

III. JUSTIFICACIÓN DE LA EDUCACIÓN 
FINANCIERA, TRASPLANTE DE IDEAS 

Y ANÁLISIS VALORATIVO

Como se señaló desde un comienzo, el dere-
cho no solo consiste en normas o estándares 
jurídicos con vocación normativa. A veces inclu-
so no necesita de ellos y adquiere un carácter 
más difuso, para expresarse en forma de re-
comendaciones, principios o buenas prácticas. 
Le basta ser una razón o conjunto de razones 
para guiar el comportamiento de sus destina-
tarios (en este caso los Estados que adoptan 
estrategias de alcance nacional). 

En el caso de la educación financiera (como se 
le denomina en el plano internacional) o de la 
eef (como se la bautizó en su transmutación 
en Colombia), más importante que las reco-
mendaciones emitidas por la ocde resultan las 
ideas que las acompañan. Estas ideas, utili-
zadas por actores estratégicos, constituyen la 
fuerza que hace circular esas instituciones ju-
rídicas y le permiten moverse entre los planos 
internacional, nacional y local. 

Así, resulta necesario distinguir entre el texto y 
el subtexto. Por el primero se hace referencia a 
la materialización de una institución en reglas 
escritas que están a la vista de cualquier lec-
tor. El segundo, por su parte, constituye el sen-
tido implícito más profundo de esas reglas y 
representa una valoración sobre la convenien-
cia de la aceptación de las normas formales. El 
subtexto exige leer entre líneas para reconocer 
los valores e intereses que las reglas articulan 
(Perry-Kessaris, 2013). 

A. Funciones sociales del 
derecho internacional 

Visiones constructivistas del derecho interna-
cional como las de Onuma (2010) sirven de 
marco para este tipo de análisis. Para Onuma, 
más allá de las tareas que tradicionalmente se 
atribuyen al derecho internacional en la regu-
lación del comportamiento de los Estados y de 
las organizaciones internacionales, así como 
en la resolución de las disputas que surjan 
entre ellos, este cumple una serie funciones 
sociales que a menudo pasan desapercibidas. 
En particular, Onuma sostiene que el derecho 
internacional sirve como (i) un lenguaje común 
que permite la comunicación entre una diversi-
dad de actores en la sociedad global; (ii) como 
lenguaje común constituye una expresión de 
entendimientos compartidos sobre “aspiracio-
nes” de esa sociedad global: “Con esta función, 
el derecho internacional marca normas comu-
nes positivas de comportamiento e induce la 
convergencia de conducta de diversos miem-
bros internacionales” (Onuma, 2010, p. 173). 
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aEn tercer lugar, Onuma le atribuye al derecho 
internacional (iii) una función constructiva de 
definición y redefinición de realidades sociales: 

Cuando la gente identifica algo como un pro-
blema que trasciende “fronteras nacionales” 
o como relacionado con asuntos “interna-
cionales” o “globales” considera inconscien-
temente esos asuntos teniendo en cuenta 
conceptos, nociones y marcos del derecho 
internacional. El derecho internacional in-
duce pensamientos y comportamientos de 
la gente para que se mueva en direcciones 
particulares. El derecho internacional ayuda 
a construir y reconstruir ciertas realidades 
sociales del mundo, incluyendo la identidad, 
comprensión, interpretación y conducta de 
actores relevantes en la sociedad global (Tra-
ducción libre, Onuma, 2010, p. 174).

Por su parte, Goodman y Jinks (2013) descri-
ben cómo una de las formas frecuentes (y des-
atendidas en los estudios internacionales) de 
influencia del derecho internacional respecto 
del comportamiento de los Estados es la acul-
turación (al lado de la inducción material y la 
persuasión). Bajo la idea de aculturación se re-
fieren a procesos sociales como la imitación y 
la búsqueda de estatus, que inducen cambios 
en el comportamiento de los Estados. Esos pro-
cesos pueden responder a presiones cognitivas 
o sociales. Lo importante en ese caso no es el 
seguimiento de un estándar de derecho inter-
nacional por referencia al contenido del mismo 
(validez, conveniencia o veracidad), sino porque 
del respeto de esa guía de conducta puede de-
pender la relación del Estado con un actor o 

grupo de actores internacionales, que se consi-
deran “ejemplares o líderes”. El resultado es la 
conformidad del Estado frente a un parámetro 
de comportamiento de un grupo de Estados, 
con el fin de maximizar la obtención de estatus 
y minimizar la desaprobación en ese espacio de 
la sociedad global (p. 25). 

B. La justificación de 
la educación financiera 

A partir de los documentos elaborados en Co-
lombia y a nivel internacional a propósito de la 
necesaria importación de los estándares de la 
ocde, y el interés por incluir la eef en los conte-
nidos curriculares ofrecidos desde la infancia a 
los estudiantes, es posible identificar siete tipos 
de argumentos manifestados de forma explícita. 
Estos constituyen la fuerza que moviliza a la eef 
en Colombia. Como se verá, en su importación 
y transformación en el ámbito colombiano, las 
estrategias de educación financiera han ganado 
mucho en poder retórico. Se han agregado ar-
gumentos que pueden resultar decisivos en una 
discusión en el ámbito nacional y local. 

1. Protección de los usuarios

Una de las formas de presentar la educación fi-
nanciera es como un medio para promover la 
protección de los usuarios de los servicios finan-
cieros, quienes estarían en mayor capacidad de 
ejercer sus derechos y activar los mecanismos 
de defensa de estos ante las entidades financie-
ras, el defensor del cliente o la Superintendencia 
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permitiría entonces, según asobancaria, que los 
usuarios puedan utilizar adecuadamente la in-
formación que las entidades financieras ponen 
a su disposición, de manera que tomen decisio-
nes acertadas y adquieran “hábitos financieros 
saludables” (asobancaria, 2012, p. 2). Este tipo 
de justificación no se diferencia de la motivación 
para las normas ya existentes sobre protección 
de los usuarios financieros. 

2. Decisiones personales, riesgos 
y crisis financieras

La educación financiera permitiría a los usua-
rios tomar decisiones adecuadas en un contex-
to en el que están cada vez más expuestos a 
riesgos, en particular a los derivados de situa-
ciones tan diversas como “la crisis financiera 
global de 2008, los cambios sociales, econó-
micos, demográficos y la aparición de nuevos 
productos financieros y de nuevos canales de 
distribución [que] le han introducido una cre-
ciente complejidad a la toma de decisiones fi-
nancieras” (asobancaria, 2014, p. 3). 

3. Inclusión financiera

Este tipo de educación se promueve como un 
medio para alcanzar mayor “inclusión financie-
ra”, en particular para aquellos segmentos de 
la población que estarían “en la base de la pi-
rámide de ingresos”, de manera que se atien-
da a las diferencias de sus recursos frente al 
resto del mercado (asobancaria, 2012). Esto 

se encuentra estrechamente vinculado con las 
iniciativas de “banca de pobres” o “banco de 
oportunidades” como se ha denominado en 
Colombia, y así se registra en los documentos 
oficiales sobre educación financiera.

Xu y Zia (2012) advierten que en los países de 
“ingreso bajo” no es suficiente diseñar estrate-
gias de educación financiera que se orienten a 
ofrecer protección al usuario del sector. Dadas 
las bajas tasas de penetración de los productos 
financieros en la población, el primer objetivo 
de la educación financiera en estos contextos 
sería procurar un aumento de los niveles de uti-
lización de los servicios financieros. Para ello 
se identifican segmentos de la población que 
presentan “analfabetismo financiero”, bajas ta-
sas de acceso al sistema financiero bajo cual-
quiera de las modalidades de productos que 
este ofrece o mayor tendencia a usar productos 
financieros informales. En esta perspectiva se 
identifican como destinatarios especiales de las 
estrategias de educación financiera: las muje-
res, los jóvenes, los adultos mayores, las perso-
nas con bajos logros académicos, los habitan-
tes de zonas rurales, los miembros de minorías 
étnicas e incluso grupos religiosos minoritarios, 
quienes presentarían baja educación financiera 
según estimativos comparados (aunque el sus-
tento empírico no siempre sea concluyente). 

4. Salud y crecimiento de
 la economía nacional

Los documentos de asobancaria también des-
tacan que esta educación, en última instan-
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acia, sirve para el fortalecimiento, estabilidad 
y expansión de los mercados, así como de la 
economía en general. La tesis de base es que 
“un consumidor bien informado y educado es 
la mejor garantía para el desarrollo de mer-
cados financieros competitivos que contribu-
yan al crecimiento económico” (asobancaria, 
2012). 

Otro documento del mismo gremio señala que 
la educación financiera: 

Ha surgido recientemente en las agendas 
de política pública, como una estrategia de 
los gobiernos para impulsar economías sos-
tenibles y mercados financieros estables (…) 
está soportada en la premisa de que si los 
ciudadanos tienen mayores niveles de co-
nocimiento y habilidades en esta materia y 
son conscientes de sus derechos y deberes 
tienen también mayores capacidades para 
comprender y tomar decisiones económicas, 
que redunden en su bienestar y el de la so-
ciedad en su conjunto. (asobancaria, 2014, 
p. 1). 

De hecho, en el Plan Nacional de Desarrollo 
2010-2014 la educación financiera se formula 
como una de las líneas de acción estratégicas 
con miras a promover el acceso a los servicios 
financieros, bajo la premisa de una “relación 
positiva entre el nivel de acceso a servicios fi-
nancieros formales y el crecimiento económi-
co, y particularmente sus efectos positivos so-
bre la reducción de los niveles de desigualdad 
y de pobreza” (DNP, 2010, p. 166). 

Al respecto el mencionado Plan ordena, entre 
otros, (i) implementar estrategias dirigidas a 
garantizar la permanencia de oferta financiera 
formal en aquellos lugares donde se ha logra-
do ampliar la cobertura; (ii) apoyar el acceso 
al sistema financiero por la población no ban-
carizada; y (iii) profundizar el uso de servicios 
financieros con la diversificación de productos 
financieros adecuados para la atención de di-
ferentes segmentos poblacionales (dnp, 2010, 
p. 168).

5. Responsabilidad social empresarial

Igualmente, a nivel local esta educación se 
justifica por el sector financiero como “la meta 
más grande y ambiciosa de responsabilidad so-
cial de la banca hasta la fecha” (asobancaria, 
2014, p. 1). Esta iniciativa sería entonces un 
aporte de las entidades del sistema financiero 
a la creación de unas condiciones adecuadas 
para el funcionamiento estable y sostenible de 
la economía nacional, así como al bienestar de 
la sociedad en general (G20, 2012).

6. Emprendimiento

En el documento sobre orientaciones pedagó-
gicas del men se señala que la educación fi-
nanciera serviría como una “herramienta para 
formar a las y los estudiantes en la cultura del 
emprendimiento” de manera que estén en con-
diciones de “identificar nichos para la acción” 
en el sector productivo (men, 2014, p. 26). 
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En el mismo documento del men se hace refe-
rencia a este tipo de contenidos curriculares 
como un medio para la efectiva garantía de los 
derechos humanos. En efecto, en una sección 
denominada “Enfoque de derechos en la eef”, 
se justifica esta como medio para el disfrute 
de garantías que van desde la realización de 
los derechos económicos, sociales y cultura-
les (desc), hasta la igualdad de género. Los 
primeros se verían beneficiados con la adop-
ción de decisiones responsables y adecuadas 
por las personas en cuanto a la gestión de sus 
recursos, con un impacto en el bienestar de 
las familias; los segundos porque la eef trans-
formaría imaginarios de discriminación de las 
mujeres al promover su acceso a los servicios 
financieros (men, 2014, p. 25).8 

C. Subtexto: el poder del derecho 
internacional como convergencia

Más allá de las justificaciones explícitas de la 
importación e implementación de la educación 
financiera en Colombia, existe un argumento 
implícito, que se encuentra en varios de los 
documentos oficiales en los que se concreta 
todo su proceso de recepción. Como se indicó 
al comienzo de esta contribución, más allá del 
texto, como normas y doctrinas escritas, existe 

un subtexto, que da cuenta del sentido implí-
cito y profundo de las instituciones jurídicas. 
Para develar este, resulta necesario “leer entre 
líneas” (Perry-Kessaris, 2013). 

En el caso de la educación financiera, sobre-
sale como subtexto el papel simbólico de la 
palabra internacional, con todo su poder de 
persuasión en el ámbito nacional y local. Quien 
asegura que una reforma del comportamiento 
colectivo o individual cuenta con un “consen-
so” o “convergencia internacional” como apo-
yo, hace irresistible su argumento. Los actores 
que utilizan ese poder de persuasión de lo in-
ternacional en el ámbito interno hechizan sus 
instrumentos y se convierten ellos mismos en 
portadores de una razón civilizatoria. Se apro-
pian del lenguaje del crecimiento económico, 
del progreso y de la superioridad de otras so-
ciedades. Las naciones periféricas pueden 
alcanzar ese nivel siempre que sigan las fór-
mulas sugeridas por las instituciones interna-
cionales.

Así, una de las razones más influyentes y reite-
radas en la promoción de la educación finan-
ciera es el interés de seguir modelos exitosos 
de gobierno y las prácticas de economías líde-
res, como se expresa en el Plan Nacional de 
Desarrollo 2010-2014. Esto presuntamente re-
dunda en la posibilidad de asegurar una mayor 
aceptación en los círculos más prestigiosos de 

8. Desde el punto de vista jurídico el diseño y la implementación en Colombia de la eef, trazada en el Plan Nacional de Desarro-
llo 2010-2014 y en los documentos de política mencionados, se verifica mediante la estructuración del Sistema Administrati-
vo Nacional para la Educación Económica y Financiera contenido en el Decreto 457 de 2014. En este decreto es evidente el 
sello de la ocde y de los lineamientos que esta organización fija en la materia, en cuanto a la implementación de la estrategia 
nacional y el funcionamiento de la Comisión Intersectorial de Educación Económica y Financiera. 
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aintercambio económico y en la inserción ade-
cuada de la economía colombiana en ellos. 

Lo anterior coincide con la tesis de Graziadei 
(2006) sobre los trasplantes jurídicos que se 
adelantan en la búsqueda de prestigio, con el 
fin de “tener lo que otros tienen, especialmente 
si se considera superior” y de “adherirse de for-
ma voluntaria a modelos culturales” (p. 457). 
También concuerda con la idea de aculturación 
de Goodman y Jinks (2013), como proceso que 
consiste en imitar lo que otros hacen, con el 
fin de obtener estatus en la sociedad global. 
Del seguimiento del patrón de comportamien-
to recomendado depende la socialización del 
Estado con otros actores internacionales que 
se valoran como ejemplares. 

Ese mismo argumento adopta a veces la forma 
de un consenso natural e inevitable sobre el 
curso que deben seguir las sociedades. En el 
documento del men (2014) sobre orientacio-
nes pedagógicas para la educación económica 
y financiera, se justifica la implementación de 
esta como una “opción ineludible” a propósito 
de una “convergencia internacional” (p. 10), y 
en el segundo capítulo (Contexto y conceptua-
lización), se fundamenta esta educación me-
diante la referencia a un conjunto de buenas 
prácticas adoptadas en el seno de entidades 
internacionales como la ocde, el Banco In-
teramericano de Desarrollo y el Fondo de las 
Naciones Unidas para la Infancia –unicef (pp. 
20-21). 

Como lo recuerda Onuma (2010), la repre-
sentación de esa convergencia de compor-

tamientos de los Estados es una de las más 
importantes funciones sociales del derecho in-
ternacional. Igualmente, esa convergencia que 
presuntamente trasciende fronteras evoca en 
las personas ideas sobre lo que el derecho in-
ternacional espera de las sociedades, sin que 
necesariamente se trate de un comportamien-
to afirmado mediante normas o estándares. 

De esta manera, el respaldo de las institucio-
nes internacionales tiene así un significativo rol 
simbólico. Basta con que se justifique median-
te el recurso al derecho internacional, sin ne-
cesidad de precisión, para generar interés en 
hacedores de política pública o en funcionarios 
públicos de todos los niveles. Esto se explica 
por el marcado legalismo de las sociedades oc-
cidentales contemporáneas, que ha convertido 
la invocación del derecho internacional en una 
de las más poderosas razones para justificar y 
legitimar decisiones de Estado (Onuma, 2010, 
p. 169). 

El recurso a la idea del derecho internacional 
tiene un alto poder persuasivo frente a visio-
nes alternativas en el marco de debates sobre 
asuntos públicos. Por esto, no son irrelevantes 
las permanentes referencias al apoyo con el 
que ha contado la educación financiera en es-
pacios como el G8, el G20, la ocde, el Banco 
Mundial, entre otros. Esta es la convergencia 
internacional de la educación financiera y el 
apoyo que ofrece para la justificación de su im-
portación en el plano interno de los Estados. 

De otro lado, este peso del argumento interna-
cional en la definición de políticas públicas y 
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cional en países como Colombia obscurece las 
dudas, los debates y los cuestionamientos que 
se presentan en los sitios de producción de es-
tas iniciativas. En los propios documentos del 
Banco Mundial se plantean serias dudas so-
bre el verdadero impacto de las estrategias de 
educación financiera y acerca de la mejora de 
las habilidades financieras mediante el acceso 
a conocimientos. 

Instituciones como el Banco Mundial sugieren 
campañas de alfabetización aunque la infor-
mación sobre los resultados de diversos tipos 
de iniciativas sobre educación financiera en el 
mundo no es conclusiva acerca de los presun-
tos beneficios para los destinatarios en térmi-
nos de conocimientos financieros o acceso a 
los servicios que ofrece el sector. Por el con-
trario, un aspecto que aparece reiteradamente 
en las diferentes investigaciones, y que tiene el 
poder de estimular o desestimular el desarro-
llo de habilidades financieras y en general el 
acceso a los productos financieros, es la rique-
za acumulada previamente por las personas 
o la ausencia de esta. Varias de las investiga-
ciones reseñadas por Xu y Zia (2012) revelan 
este aspecto, aunque poco se interesan por 
explorarlo. Así, por ejemplo, advierten que al-
gunos de esos análisis encuentran que “la 
riqueza pensional es más propicia a generar 
conocimiento sobre pensiones en los Estados 
Unidos” (p. 15), que en Suecia “la sofisticación 
financiera aumenta con la riqueza financiera 
y el tamaño de los hogares” (p. 16) o que en 
muchos países “la principal razón mencionada 
para no tener una cuenta bancaria es la falta 

de un ingreso o la incapacidad para mantener 
un saldo mínimo, antes que la ausencia de co-
nocimiento” (p. 18). 

La falta de información empírica incontrover-
tible acerca de los presuntos beneficios de la 
educación financiera, en sus diversas modali-
dades, en el acceso a servicios financieros o el 
conocimiento de estos, o la alta incidencia de 
otros factores como la posesión de capital eco-
nómico previo, ponen en cuestión la necesidad 
de este tipo de estrategias. Aun así los informes 
preparados por el Banco Mundial insisten en 
señalar la urgencia y necesidad de estrategias 
de educación financiera, con especial atención 
a grupos y áreas que revelarían atrasos en la 
materia. Este tipo de diagnósticos sugieren 
que estas estrategias podrían complementar-
se con programas de subsidios que faciliten el 
cumplimiento de los requisitos de saldos míni-
mos para quienes abran una cuenta de aho-
rros o acceden a productos financieros (Xu y 
Zia, 2012, p. 41). 

En su diagnóstico de 2015, con base en una 
investigación de campo en la India, Carpena, 
Shawn, Shapiro y Zia (2015) reconocen que “a 
pesar de los beneficios teóricos de contar con 
una mayor educación financiera, sin embargo, 
la evidencia empírica que sustenta esos benefi-
cios es limitada y ofrece resultados ambiguos” 
(p. 2). Igualmente, señalan que análisis causa-
les no revelan un panorama claro en cuanto al 
impacto de la educación financiera en resulta-
dos financieros. Una vez presentados los resul-
tados de la muestra que obtuvieron en la India, 
los mismos autores destacan:
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aNuestros hallazgos corroboran los resultados 
de la literatura existente en cuanto a que la 
educación financiera no logra por sí misma 
un impacto positivo en resultados financie-
ros (…) los individuos de nuestro estudio en-
frentan barreras diferentes a la motivación a 
aprender, que impiden el vínculo entre edu-
cación financiera y resultados financieros. 
(Carpena et al., 2015, p. 5).

La intensidad del acompañamiento y la per-
sonalización de la educación financiera en la 
forma de consejería y apoyo en la definición 
de objetivos pueden mejorar sus resultados. 
Estos no se obtienen mediante la educación 
financiera en sí misma, en un formato homo-
géneo para todos sus destinatarios. Bajo esta 
perspectiva, la educación financiera es insufi-
ciente para cerrar la brecha entre conocimien-
to financiero y comportamiento financiero (Car-
pena et al., 2015). 

No obstante las dudas que pueden existir en 
espacios internacionales de decisión acerca 
de la relación causal entre la educación finan-
ciera y los diversos beneficios que se le atri-
buyen, sus promotores insisten en promoverla 
bajo esos términos. Estos presuntos beneficios 
se afirman acríticamente en todo tipo de do-
cumentos oficiales, motivaciones de leyes y 
decretos: la educación financiera contribuye 
a la estabilidad de las economías, permite la 
adopción de decisiones financieras responsa-
bles por parte de los individuos y las familias, 
evita crisis financieras, contribuye a superar la 
pobreza, permite la garantía de los derechos 
humanos, protege a los usuarios, genera una 

cultura de emprendimiento y promueve la in-
clusión financiera. La verdadera razón que, 
más allá de toda duda, gobierna la implemen-
tación de este tipo de estrategias es el anhelo 
de seguir modelos culturales exitosos y de imi-
tar lo que hacen economías líderes. 

IV. CONCLUSIONES

En este artículo se expone el “viaje” de la 
educación financiera como una institución 
trasplantada hacia los colegios y escuelas de 
Colombia. Esta puede ser caracterizada como 
derecho internacional que es importado por 
los Estados a través de procesos de trasplante 
jurídico promovidos por organizaciones inter-
nacionales como el Banco Mundial, la ocde y 
el Banco Interamericano de Desarrollo. La in-
corporación de la educación financiera en el 
orden jurídico y en las prácticas instituciona-
les en Colombia, se justifica por referencia a la 
campaña lanzada por la ocde en 2003, a las 
recomendaciones expedidas por el Consejo de 
esa organización en 2005 y a la amplia conver-
gencia de Estados y entidades globales que se 
han unido en una campaña por la alfabetiza-
ción financiera. 

De esta manera, se trata de un trasplante que 
se verifica entre un Estado y una organización 
internacional. En esta importación ha jugado 
un papel decisivo un actor no estatal en par-
ticular: asobancaria, uno de los gremios del 
sector financiero. Este gremio, como él mismo 
lo reconoce en sus propios boletines, propuso 
desde 2011 la inclusión de la educación finan-
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ro ciera en los programas ofrecidos por el Minis-
terio de Educación Nacional a sus secretarías 
departamentales y municipales. Igualmente 
ha asesorado a ese Ministerio en la puesta en 
funcionamiento de la estrategia nacional de 
educación financiera. 

La adopción del artículo 145 de la Ley 1450 de 
2011, por medio de la cual se aprobó el Plan 
Nacional de Desarrollo 2010-2014, constitu-
ye el punto específico de importación de las 
recomendaciones sobre buenas prácticas en 
educación financiera de la ocde en el orden 
jurídico colombiano. En esa norma se ordena 
establecer una estrategia nacional en la ma-
teria. Esa estrategia se desarrolló posterior-
mente mediante normas de alcance nacional, 
documentos oficiales con lineamientos sobre 
su implementación, proyectos educativos de 
colegios y escuelas, y en prácticas académicas 
cotidianas en ambientes escolares. 

No obstante, el trasplante no consiste única 
ni principalmente en la importación de están-
dares normativos; más importante que esto 
resulta la circulación de argumentos y razo-
nes que ofrecen una plataforma intelectual 
y política para las estrategias nacionales de 
educación financiera. Por esta razón, en este 
artículo se asume una lectura valorativa de 
este proceso de trasplante, que más allá de 
identificar el objetivo al que se dirige el objeto 
jurídico importado, se preocupa por las catego-
rías conceptuales y las razones que se presen-
tan para justificarla. Esas categorías y razones 
constituyen la fuerza que hace circular el obje-
to trasplantado desde redes regulatorias inter-

nacionales hacia planos nacionales y locales 
de implementación. 

Por motivos de espacio no se explora la veraci-
dad de esos argumentos o la conveniencia de 
la estrategia nacional. No es el objeto de esta 
contribución. Solo se reconstruyen las razones 
que la justifican y se concluye que de todas 
ellas una se destaca. Corresponde al deseo 
manifiesto de seguir modelos económicos exi-
tosos de gestión del capital humano en países 
“líderes”, lo cual habría llegado al punto de for-
mar un “consenso o convergencia internacio-
nal” sobre la actuación que se espera de los 
Estados, en la implementación de estrategias 
nacionales de educación financiera. De esta 
manera, en el trasfondo de todo el trasplante 
descrito se encuentran viejas estructuras retó-
ricas que justifican el seguimiento de muchas 
de las instituciones internacionales, el interés 
de Estados como el colombiano por demostrar 
que son suficientemente civilizados y el deseo 
de emular modelos culturales que se conside-
ran prestigiosos.
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